
cumplimiento del coeficiente de inversión obligatoria de las 
Cooperativas de Crédito.

4.5.4 Los valores representativos de este deuda no podrán 
utilizarse para liberar los depósitos en efectivo a que se refiere 
el número 9 de la Orden ministerial de 17 de enero de .1981 so­
bre liberalización de tipos de interés y dividendos bancarios y 
financiación a largo plazo y él artículo l.° del Real Decreto 73/ 
1981, de 16 de enero, sobre financiación a largo plazo por las 
Cajas de Ahorro.

4.5.5 Dada su condición de amortizable, la deuda emitida 
se oomputará por su valor nominal en toda clase de afianza­
mientos al Estado, Diputaciones provinciales, Ayuntamientos y 
cualesquiera Corporaciones públicas o administrativas.

4.5.6 A los títulos representativos de esta emisión les serán 
de aplicación las disposiciones contenidas en la Orden ministe­
rial de 20 de mayo de 1974, dictada para aplicación y desarrollo 
del Decreto 1128/1974, de 25 de abril, sobre sistema de liquidación 
y compensación de operaciones de Bolsa y de depósito de valores 
mobiliarios y, en consecuencia, dichos títulos se declaran in­
cluidos en el sistema que la mencionada Orden establece.

5. Procedimiento de suscripción de la deuda.

5.1 El Banco de España negociará, mediante suscripción pú­
blica, por cuenta del Tesoro, la deuda amortizable al 13,75 por 
100 que se emite en virtud de la presente Orden.

5.2 La suscripción podrán efectuarla los interesados directa­
mente en el Banco de España o por medio de los Bancos o Ban­
queros, Cajas de Ahorros, Entidades de crédito cooperativo, 
Sociedades mediadoras en el mercado de dinero autorizadas por 
el Banco de España, Sociedades y Fondos de Inversión Mobiliaria, 
Juntas Sindicales de las Bolsas de Comercio, Agentes de Cambio 
y Bolsa, Juntas Sindicales de los Colegios de Corredores de Co­
mercio y Corredores de Comercio operantes en España, entre­
gándose en dicho momento el importe del nominal total pedido 
en suscripción.

5.3 Seguidamente se entregará a los suscriptores un recibo 
acreditativo del ingreso correspondiente al pedido. Estos recibos 
no se considerarán documentos reintegrables a los efectos del 
Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados.

5.4 Los intermediarios que colaboren en la colocación de la 
emisión comunicarán al Banco de España los datos identifica- 
tivos de los suscriptores dentro del plazo que se establezca por 
el Ministerio de Economía y Hacienda.

5.5 En su día, por la suma adjudicada, se entregarán a los 
suscriptores las pólizas correspondientes intervenidas por Agente 
de Cambio o Corredor de Comercio colegiado, que devengarán en 
esta operación únicamente el corretaje que señala el vigente 
arancel, aprobado por Decreto de 15 de diicembre de 1050.

Las pólizas de suscripción intervenidas por los mediadores 
oficiales mercantiles se extenderán en ejemplares de la última 
clase.

8. Producto y gastos de emisión.

6.1 El producto de la negociación de la deuda que se emite 
se aplicará al Presupuesto de Ingresos, capítulo 9, «Variación 
de pasivos financieros», artículo 93, «Emisión de deuda a largo 
plazo».

6.2 Los Bancos, Cajas de Ahorros y demás intermediarios 
colocadores ingresarán en la cuenta del Tesoro en el Banco de 
España el importe de la cantidad negociada por cada uno de 
ellos dentro del plazo máximo de siete días naturales, contados 
a partir de la fecha de cierre del periodo de suscripción de la 
emisión.

8.3 Los gastos de confección de los resguardos y títulos defi­
nitivos, comisiones, corretaje y pólizas de suscripción, publici­
dad y, en suma, cuantos son propios de esta clase de operaciones, 
se imputarán al crédito concedido por el presupuesto en vigor, 
Sección 0, «Deuda pública», Servicio 00, «Obligaciones diversas», 
capitulo 2, artículo 29, concepto 291.

6.4 El Banco de España rendirá cuenta de las operaciones 
realizadas, que justificará debidamente a la Dirección General 
del Tesoro y Política Financiera, quien la elevará con su informe 
a la aprobación de este Ministerio.

7. Procedimiento para el pago de intereses.

7.1 El servicio de pago de intereses y amortización de la deu­
da que se emite estará a cargo del Banco de España, que lo rea­
lizará. a voluntad de sus tenedores, en Madrid o en sus sucur­
sales. El pago se realizará por medio de transferencia a la 
cuenta abierta por el acreedor en cualquier Entidad bancaria 
o Caja de Ahorros.

7.2 El pago de los intereses de los títulos en que se formaliza 
la deuda amortizable al 13,75 por 100, emisión de 23 de diciembre 
de 1983, integrados en el sistema que establece la Orden minis­
terial de 20 de mayo de 1974, se ordenará por la Dirección Ge­
neral del Tesoro y Política Financiera para su abono por el Banco 
de España mediante transferencia a las cuentas de las Entidades 
financieras correspondientes, las cuales, a su vez, procederán a 
consignar los' importes en las cuentas designadas por los tene­
dores.

Cuando la Entidad depositaría realice una entrega de láminas 
a sus tenedores, con exclusión de títulos del sistema, aquélla

consignará, en el primer cajetín disponible entre los existentes, 
diligencia que contendrá el nombre del tenedor y la fecha 
hasta la cual se han ejercitado los derechos.

7.3 Los intereses de los valores de esta deuda no integrados 
en el sistema .establecido por la Orden ministerial de 20 de 
mayo de 1974 se abonarán en la forma y con los requisitos queN 
se indican a continuación:

a) En el caso de que los valores estén en poder de una Enti­
dad financiera por ser objeto de depósito voluntario o forzoso 
u operación análoga, la Entidad depositaría reclamará en cada 
vencimiento ante la Dirección General del Tesoro y Política Fi­
nanciera los intereses de los mismos para su abono a los inte­
resados.

b) Cuando los valores permanezcan en poder de sus tenedo­
res, el pago se realizará a través de una Entidad financiera ante 
la cual se presentarán las láminas para ejercitar el derecho al 
cobro.

En ambos supuestos, por la Entidad pagadora se consignará 
diligencia de haberse ejercitado los derechos de cobro de los in­
tereses hasta el vencimiento respectivo.

La Entidad-financiera ante la cual se reclame el cobro reten­
drá en su poder la lámina correspondiente hasta tanto esté or­
denado el pago a favor de la Entidad por la Dirección General, 
del Tesoro y Política Financiera, salvo que el titular garantice 
el importe del vencimiento en los términos que con la misma 
convenga.

En todo caso, la Dirección General del Tesoro y Política Fi­
nanciera podrá avocar para sí la -tramitación expresada ante­
riormente cuando las circunstancias específicas1 de la operación 
así 16 aconsejen.

8. Autorizaciones.

8.1 Se autoriza a la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera para encargar a la Fábrica Nacional de Moneda y 
Timbre la confección de los títulos que aquélla considere ne­
cesarios para acordar y realizar los gastos de publicidad y colo­
cación y demás que origine la presente emisión de deuda y para 
dictar las disposiciones y adoptar las medidas económicas que 
requiera la ejecución de las mismas. ,

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 29 de noviembre de 1983.

BOYER SALVADOR

Ilmo. Sr. Director general del Tesoro y Política Financiera.

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL

31521 REAL DECRETO 2976/1983, de 9 de noviembre, por 
el que se regula la Comisión Consultiva Nacional 
de Convenios Colectivos.

El Estatuto de los Trabajadores creó en su disposición final 
octava una comisión consultiva nacional con la función de ase­
sorar e informar a las partes de las negociaciones colectivas 
de trabajo en orden al planteamiento y determinación de los 
ámbitos funcionales de los convenios. En la referida norma se 
encomendaba al Ministerio de Trabajo que dictara las dispo­
siciones oportunas para su' constitución y funcionamiento, autó­
nomo o conectado con alguna otra institución ya existente de 
análogas funciones.

Por las dificultades inherentes a su constitución se ha demo­
rado, hasta el momento, la puesta en funcionamiento de la 
misma, pese a que en numerosas ocasiones las partes afectadas 
en la negociación colectiva manifestaran la conveniencia de su 
urgente implantación.

El presente Real Decreto viene a dictar las normas oportunas 
a fin de regular la constitución y puesta en funcionamiento 
de esta Comisión, al propio tiempo que se adoptan las medidas 
para que pueda cumplir y desarrollar plenamente sus come­
tidos, contribuyendo a la más adecuada y eficiente regulación 
del marco de la negociación colectiva y facilitando a las partes 
negociadoras un medio de asesoramiento y consulta que con­
tribuya a superar los posibles obstáculos que puedan frenar o 
impedir una negociación colectiva fluida y susceptible de ser 
ampliada a todos los ámbitos de la actividad laboral.

Aun cuando el preoepto legal que desarrolla el presente 
Real Decreto autorizó al Ministerio de Trabajo para dictar 
las normas reglamentarias oportunas, se ha estimado conve­
niente, tanto por razón de la materia como por la índole y 
trascendencia de su contenido, que adopte la forma de Decreto.



En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y Segu­
ridad Social, previa consulta a las Organizaciones Sindicales y 
Asociaciones Empresariales más representativas, con la apro­
bación del Ministerio de la Presidencia, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Minis­
tros en su reunión del día 9 de noviembre de 1983,

DISPONGO:

Artículo l.° 1. La comisión consultiva nacional a que se 
refiere la disposición final octava de la Ley 8/1980, de 10 de 
marzo, se denominará «Comisión Consultiva Nacional de Con­
venios Colectivos» y tendrá por función al asesoramiento y 
consulta en orden al planteamiento y determinación del ám­
bito funcional de los convenios de acuerdo con lo establecido 
en el presente Real Deoreto y en sus disposiciones de desarrollo.

2. La Comisión, adscrita orgánicamente al Instituto de Me­
diación, Arbitraje y Conciliación, ejercerá sus competencias 
con independencia y autonomía funcional plenas.

Art 2.° 1. La Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos, en el ejercicio de su función consultiva, evacuará 
consultas mediante dictámenes e informes no vinculantes sobre 
el ámbito funcional de los convenios colectivos, cuando le sean 
solicitados de conformidad con lo establecido en el presente 
Real Decreto y sus disposiciones de desarrollo.

Las consultas se referirán a las siguientes y conexas 
materias:

a) Planteamiento adecuado del ámbito funcional de un con­
venio colectivo que se pretenda negociar.

b) La posibilidad de un acuerdo de adhesión a un convenio 
colectivo en vigor.

c) La interpretación de un convenio vigente fin orden a 
determinar su ámbito funcional de aplicación.

2. La Comisión, en el ejercicio de su función de asesora­
miento, elaborará y mantendrá al día un oatálogo de activi­
dades que pueda servir de indicador para la determinación de 
los ámbitos funcionales de la negociación colectiva.

3. La Comisión será preceptivamente consultada en el su­
puesto de extensión de un convenio colectivo regulado en el 
artículo 92 de la Ley 8/1980, de 10 de marzo, y en el Real 
Decreto 572/1982, de 5 de marzo.

4. Los informes y dictámenes de la Comisión se entenderán 
siempre sin perjuicio de las atribuciones que corresponden a la 
jurisdicción competente y a la autoridad laboral en los términos 
establecidos por las Leyes.

Art. 3.° Estarán legitimados para solicitar la actuación de 
la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos:

1. Las Organizaciones Sindicales y Asociaciones Empresa­
riales más representativas.

2. Cualquier Organo o Entidad sindical o empresarial que, 
en virtud de su representatividad, acredita un interés legítimo 
en la consulta que formule.

3. Cualquier autoridad laboral o jurisdiccional que tenga 
competencia en asuntos relacionados, directa o indirectamente, 
con la aplicación o interpretación de un convenio colectivo.

Art. 4.° 1. La Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos estará integrada por los siguientes miembros:

a) El Presidente, designado por el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, previa consulta con las Asociaciones Em­
presariales y Sindicales más representativas, entre profesionales 
de reconocido prestigio en el campo de las relaciones laborales.

b) Seis representantes por la Administración del Estado, 
designados por el Ministro de Trabajo y Seguridad Social.

c) Seis representantes por las Organizaciones Sindicales más 
representativas, nombrados por el Ministro de Trabajo y Segu­
ridad Social a propuesta vinculante de éstas.

d) Seis representantes por las Asociaciones Empresariales 
más representativas, nombrados por el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, a propuesta vinculante de éstas.

2. Por cada una de las representaciones a que se refieren los 
apartados b), c) y d) del número 1 de este artículo, a su 
propuesta y de entre sus miembros, el Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social nombrará un Vicepresidente.

3. Par el desempeño de sus funciones, el Presidente y los 
miembros representantes de las Asociaciones Sindicales y Em­
presariales, tendrán derecho a la percepción de lás compensa­
ciones económicas que se establezcan.

4. Como Secretario de la Comisión actuará un funcionario 
adscrito al Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación.

DISPOSICION ADICIONAL

El Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación incluirá 
en su presupuesto las dotaciones necesarias para el funcio­
namiento de la Comisión.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—1. Se autoriza al Ministerio de Trabajo y Seguri­
dad Social a dictar las disposiciones que sean precisas para 
el desarrollo de este Real Decreto.

2. Ed Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a propuesta 
de la Comisión, aprobará su Reglamento de funcionamiento.

Segunda.—1. El presente Real Decreto entrará en vigor al 
día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

2. La constitución de la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos deberá formalizarse en el plazo de sesenta 
días naturales desde la entrada en vigor de este Real Decreto, 
y en este plazo, a través de la Dirección General del Instituto 
de Mediación, Arbitraje y Conciliación, se adoptarán los acuer­
dos, trámites y diligencias que resulten precisos a tal objeto.

Dado en Madrid a 9 de noviembre de 1983.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo v Seguridad Social,
JOAQUIN ALMUNIA AMANN


